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su parte, corresponde a un modelo concreto que, en nuestro país, rigió hasta el 
año 1936.  En este modelo, la prostitución es considerada un “mal necesario” 
por lo que implicaba una serie de medidas de control administrativo de los bur-
deles y seguimiento sanitario de sus pupilas. Las mujeres eran entonces obliga-
das a registrarse, a someterse a exámenes médicos periódicos y a una serie de 
reglas de conducta tales como horarios fijos de circulación, la obligación de re-
gresar a la casa de tolerancia antes del anochecer y la prohibición de asomarse 
a las puertas o ventanas del burdel (Guy, 1994). 
Ahora bien, si de algo nos dimos cuenta a poco de comenzar nuestras investi-
gaciones fue que claramente esta distinción en términos de modelos legales no 
nos resultaba útil para el desarrollo de investigación empírica. Los modelos 
describen aspiraciones políticas y sociales generales en torno al estatuto de la 
oferta de servicios sexuales pero no resultan herramientas útiles a la hora de 
capturar las formas concretas que asume, en distintos espacios sociales, la re-
gulación del mercado del sexo. En primer lugar, porque existe un enorme salto 
entre los objetivos planteados por los modelos y el despliegue y los efectos 
prácticos de las leyes y políticas públicas inspiradas en ellos. Los efectos prác-
ticos de la implementación de los modelos no son autoevidentes, ni satisfacen 
de manera inmediata las aspiraciones de quienes los impulsan. Así, por ejem-
plo, la persecución penal de aquellos que extraigan beneficios de la prostitu-
ción de terceros, impulsada por el modelo abolicionista, puede perfectamente 
estimular y ensanchar el mercado de personas que ofrecen estructuras para la 
explotación comercial de servicios sexuales. Ello así porque en un mercado 
criminalizado y en ausencia de formas que protejan el ejercicio autónomo de 
la prostitución, se hacen más indispensables – para las trabajadoras sexuales – 
estructuras que las resguarden de la persecución penal, así como de la violen-
cia de otros terceros. En segundo lugar, porque generalmente en el despliegue 
de las formas de gobierno encontramos una articulación de elementos que ex-
ceden un único modelo. Así, en nuestro país conviven códigos contravenciona
les que penalizan con hasta 30 días de cárcel el ejercicio de la prostitución con 
una miríada de leyes y políticas públicas que se reconocen en una inspiración 
“abolicionista” y se proponen el “rescate” de las mujeres en prostitución.
Así pues, antes de describir y analizar la problemática desde el paradigma de 
los modelos legales, abordamos la cuestión desde una mirada que privilegia las 
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